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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Edgardo Ortuño. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Javier 
Cha, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico, Nelson Rodríguez Servetto y Javier 
Salsamendi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Daniel García Pintos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En primer lugar, queremos proponer una modificación del orden del día, dado que en la sesión anterior 
habíamos acordado tratar, para su consideración final, la modificación de la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario del Uruguay y la creación de la Agencia Nacional de Viviendas. En la medida en que el plenario 
de la Cámara está demandando proyectos, nos parecía bueno -en consulta con el resto de los legisladores de 
las distintas bancadas- ir intercalando, entre aquellas iniciativas que requieren mayor discusión, otras que son 
de contenido más consensual, que tienen que ver con nomenclatura y demás, a fin de aprobarlas e irlas 
informando a la Cámara. Es por eso que habíamos incorporado el primer proyecto que figura en el orden del 
día, que es el del "Hospital Español doctor Juan José Crottogini", pero hay otros, como el del Camino del 
Indio, que creo también recogen amplios consensos y que podríamos ir intercalando a los efectos de elevarlos 
a la Cámara. 


Si les parece bien, ingresaríamos al orden del día con el tratamiento del segundo punto: "Carta Orgánica del 
Banco Hipotecario del Uruguay" y si logramos avanzar, luego podríamos tratar estos otros proyectos más 
pequeños, si es que se les puede denominar de ese modo. 


(Apoyados) 


———Teniendo en cuenta que todos estamos de acuerdo, así se procederá. 
En discusión el proyecto de modificación de la Carta Orgánica del BHU. 


SEÑOR ORRICO.- Ya hemos informado a la Comisión cuál es el criterio del Frente Amplio con 
relación a este proyecto. Inclusive, en la sesión anterior se hizo un análisis pormenorizado del proyecto, 
prácticamente artículo por artículo. Tenemos entendido que el Partido Nacional va a votar esta 
propuesta, aunque tiene algunas objeciones puntuales. Entonces, proponemos votarlo en bloque a los 
efectos de que la semana que viene pueda ser tratado en el plenario. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Al hablar de votación en bloque, ¿se refiere a votarlo "in tótum"? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo interpretar la propuesta del señor Diputado Orrico en el sentido de 
votar el proyecto y en el caso de que el Partido Nacional quiera presentar aditivos o considerar algunos 
artículos en particular, los podemos desglosar a tales efectos. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Propongo que se vote en general y luego se considere el proyecto por 
capítulos. De esa manera, nosotros perfectamente podremos plantear las objeciones que tenemos. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Parece adecuado el procedimiento planteado. 


Si bien reglamentariamente no es de estricta procedencia, tomaríamos la votación en general, que nos permite 
expresar la opinión política de los legisladores sobre la globalidad de los proyectos,... 


SEÑOR LACALLE POU.- No hay votación en general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo acabo de decir, pero podríamos expresarnos en ese sentido y después 
votar por capítulos. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo solicitado por el señor Diputado Lacalle Pou, pasaríamos a 
la consideración del proyecto de ley por capítulos, luego de la cual van a surgir las posiciones de cada 
bancada sobre las generalidades del proyecto. 


En discusión el Capítulo I, "Modificaciones referidas al Banco Hipotecario del Uruguay", artículos 1* al 8%, 
inclusive. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En principio y como comentario general, quiero decir que nosotros 
vamos a acompañar el proyecto, no porque tengamos la absoluta convicción de que este instrumento 
vaya a ser definitivamente adecuado para encaminar el sistema público de vivienda, sino porque por lo 
menos es una propuesta que hace el Gobierno que de alguna manera va a despertar el inmovilismo en 
el cual está sumido dicho sistema público. 


Este proyecto de ley levanta casi todas las restricciones impuestas por la Ley N* 17.596, del año 2002, y 
desde nuestro punto de vista deja librado el equilibrio de la gestión y la cobertura de riesgos a la 
responsabilidad de los respectivos ejecutores. Eso siempre pasa así: el ejecutor es quien puede dar éxito o 
fracaso a un entramado institucional como el que se propone. Pero advertimos de ese riesgo, porque creemos 
que no está del todo definido el aspecto económico financiero, y voy a pasar al aspecto inmediato. En el 
proyecto se prevé un fondeo de US$ 40:000.000, con una eventual aceptación por parte del mercado de 
operaciones de securitización o colocación de bonos garantizados durante el año 2007. Nosotros queremos 
establecer lo siguiente: no sabemos -nadie lo sabe- si el mercado va a aceptar esos US$ 40:000.000 de 
colocaciones. Es posible que así sea, pero si no hay una efectiva aceptación del mercado, el proyecto en 


cierta manera quedaría trunco, porque de algún lugar tendrían que salir esos US$ 40:000.000 para financiar 
este andamiaje institucional. La capacidad prestable y la gestión dependen casi exclusivamente de esto, 
porque una gran parte de lo que se recaude por percepción de cuotas va a ir para cubrir los gastos 
administrativos, que todos sabemos son inelásticos porque de ellos dependen los sueldos de los funcionarios. 


Nuestras objeciones son las siguientes. Por un lado, ¿qué estudio de mercado se ha realizado? En oportunidad 
de la comparecencia del Ministro o de las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas y del Banco 
Hipotecario no vimos que se hubiera hecho un estudio de mercado concreto. Entonces, nos preguntamos qué 
ocurrirá sí la nueva estructura no se puede poner en funcionamiento porque el mercado pueda no aceptar este 
tipo de instrumentos financieros. ¿Cuál sería -eso también lo dijimos durante esa comparecencia-el destino 
del Banco Hipotecario sin capacidad prestable? Creemos que se asume un elevado riesgo. 


Por lo tanto, vamos a votar este capítulo con las objeciones realizadas, que no son menores, pero confiando o 
dando una carta de crédito, en una actitud creo que de oposición constructiva muy difícil de encontrar en la 
historia de nuestro país, que le va a dar al Gobierno, al Estado y al Uruguay la posibilidad o la herramienta 
para que este sistema público pueda entrar a funcionar nuevamente. 


Por otro lado, el presupuesto del nuevo Banco pasaría a ser de aproximadamente US$ 24:000.000 anuales. El 
fondeo, como dijimos, además de los proyectados US$ 40:000.000 esperables del mercado, se entiende que 
se integrará con la recuperación de cartera que permanezca en el Banco Hipotecario, es decir la "cartera 
buena" -entre comillas- y de una partida anual de hasta US$ 12:000.000 por la cartera a fideicomitir, como 
está dispuesto en el artículo 6”, que es la garantía de emisión. Las objeciones, las interrogantes que podemos 
establecer con respecto a este sistema son en atención a que, como se ha dicho aquí, se proyecta una 
capacidad prestable de US$ 18:000.000 para el año 2007 y, ¿cuál será el destino de los restantes 

US$ 22:000.000 a obtener del mercado? Por otra parte, en tanto de los US$ 24:000.000 de presupuesto anual, 
US$ 12:000.000 se reciben de la garantía, ¿el resto se financiará con la cuotaparte de intereses incluidos en la 
cartera propia recuperada o bien se necesitará utilizar parte de los antes mencionados US$ 22:000.000 a 
obtener del mercado? 


Estas son preguntas que me parece necesario tener presente, porque puede ser que el equipo económico - 
como se ha dicho aquí- tenga la convicción de que esto va a funcionar como se prevé en la letra pero, como 
oposición constructiva, tenemos el deber de dejar establecidos los riesgos que se pueden asumir en estos 
casos. Puede caber la posibilidad de que la institución quede presupuestalmente desfinanciada o que reincida 
en financiar gastos corrientes con activos recuperados o, lo que es peor, con endeudamiento. 


Por lo tanto, debemos dejar establecidas estas interrogantes que son un poco técnicas, pero en esto tenemos 
que hablar de la manera más pulcra posible, para dar una visión bien acabada del asunto. 


Quiero hacer las siguientes reflexiones. La cartera vigente que permanezca en el Banco Hipotecario, de 
acuerdo con la capacidad prestable del nuevo Banco, que será de US$ 18:000.000 a US$ 25:000.000 anuales, 
podría tender a un menor volumen, comprometiendo el propio financiamiento presupuestal antes comentado. 
Es decir: en el marco de un promedio de cinco préstamos diarios -como parecería que, al menos en lo 
inmediato, podría dar el Banco Hipotecario según la información que recibimos- esto aparece como no 
suficientemente ajustado al presupuesto institucional propuesto. Desde nuestro punto de vista, para una mejor 
evaluación del sistema económico y financiero propuesto, deberían obtenerse las proyecciones realizadas por 
quienes proponen el proyecto, especialmente en lo atinente a la sostenibilidad de la estructura organizacional 
propuesta. 


Como dije, vamos a votar este capítulo a los efectos de dar al Gobierno los instrumentos que permitan salir 
de esta especie de congelamiento en que está el Banco Hipotecario del Uruguay, para que se pueda entrar a 
andar, para que se comience a conceder los préstamos a que se ha comprometido públicamente la institución 
y para que se pueda poner en funcionamiento esta operación de mercado que esperamos responda 
positivamente, a los efectos de crear un fondo suficiente como para bancar la estructura económica y 
financiera que se propone. 


SEÑOR ALONSO.- Solicito que la Comisión pase a intermedio por cinco minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión pasa a intermedio. 


(Es la hora 10 y 38) 
———C ontinúa la reunión. 
(Es la hora 10 y 45) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En síntesis: vamos a votar este Capítulo con las importantes reservas 
que hemos manifestado aquí y que vamos a exponer en Sala, a los efectos de que quede constancia de 
que este andamiaje que se propone puede generar inseguridades y un elevado riesgo, que nosotros lo 
acompañamos por ese sentido de oposición constructiva que hemos dicho que tenemos y que queremos 
tener, y para dar un instrumento al Gobierno para que pueda poner a andar esta institución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Capítulo I, que comprende los 
artículos 1” a 8” inclusive. 


(Se vota) 
———O cho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el Capítulo Il, que comprende los artículos 9” a 34 inclusive. 


SEÑOR ALONSO.- Nosotros nos sentimos representados por la exposición que hizo el señor Diputado 
Borsari Brenna respecto al Capítulo I. De todas maneras, en la argumentación que hemos mantenido 
desde el Partido respecto del proyecto, se destacan algunos aspectos que voy a reafirmar. Se trata de un 
instrumento planteado por el Poder Ejecutivo que a nuestro entender tiene algunas virtudes y algunos 
defectos. En general, el objetivo que se persigue, que es el de resolver la problemática del crédito 
hipotecario estatal, de la situación financiera del Banco, de los ahorristas, de aquellos que están 
vinculados de una forma u otra a su operativa y de la vivienda en el Uruguay, es una aproximación, y 
nosotros quizás hubiéramos elegido un camino distinto. Pero como no tenemos vocación negativista, 
vamos a dar nuestro voto en general en el plenario, tal como hemos anunciado en la Comisión. 


Con respecto al Capítulo I, el señor Diputado Borsari Brenna fue bien claro sobre muchas de las reservas que 
nos despierta. De todas maneras, dentro de la lectura general del proyecto -y este es un aspecto puntual 
específico-, al Partido le preocupa que aparezca como una suerte de multiplicación de atribuciones y una 
duplicación -en algunos casos triplicación- de responsabilidades el posible aumento del aparato de 
burocracia, porque notoriamente acá estamos hablando de la incorporación de nuevos funcionarios para 
atender una misma problemática. El asunto puede ser estudiado desde los dos ángulos: si la propuesta 
adecuada es la de reformular el Banco Hipotecario para acotarlo a la función del crédito hipotecario, tal cual 
se plantea en el Capítulo I, o si se debería fortalecerlo y no crear una agencia o crear una agencia y que el 
Banco Hipotecario pasase a tener otro tipo de función. Esa es la duda que se nos despierta y la crítica que 
formulamos al proyecto. Esto lo hicimos bastante extensivo y hubo una suerte de intercambio de opiniones 
en la Comisión cuando consideramos puntualmente la propuesta respecto de la falta de definición que 
encontramos en las competencias del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
que también es un tercer actor estatal dentro de un mismo circuito. Nosotros hubiéramos preferido que la 
Agencia hubiese estado directamente vinculada al Ministerio o al Banco Hipotecario del Uruguay. Y de esa 
manera, entre otras cosas, las responsabilidades desde el punto de vista político podían haber quedado mejor 
identificadas que a través de la conformación del nuevo instituto, que tiene sí una relación de dependencia 
pero más que nada de vinculación con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Por ese motivo, nosotros no vamos a acompañar el Capítulo relativo a la creación de la Agencia Nacional de 
Vivienda, no porque pensemos que no se tenga que conformar primero un ámbito administrativo para 
resolver los temas de los créditos pesados del Banco Hipotecario del Uruguay; eso aparece como una buena 
solución. Tampoco porque no se le tenga que dar cierta especificidad y especificación a la tarea de la 
construcción de la vivienda y del desarrollo de los programas de vivienda; estos son instrumentos o 
herramientas que ya han sido intentados en el pasado no tan remoto. De todas maneras, lo que sí vemos es 
que en este proyecto -y esta es la principal carencia que tiene- se multiplican y se diversifican las 
responsabilidades. No vamos a acompañar este Capítulo II con la aclaración de que en realidad la principal 
diferencia que tenemos con el conjunto del proyecto es el hecho de que haya más de una institución estatal 
vinculada al mismo circuito. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero hacer una sola acotación a esto. Me parecen muy interesantes las 
intervenciones de los señores Diputados Borsari Brenna y Alonso, y sobre todo con respecto a esta 
segunda intervención quiero decir que me parecen muy válidos los planteamientos. Ahora bien: estas 
son opciones políticas y me parece bien que se discrepe con ellas, pero ante la situación de inmovilismo 
en que se encuentra el mercado hipotecario en el Uruguay, esta es la opción política que este Gobierno 
y esta fuerza política impulsan. Nos parece bien que haya posiciones, objeciones u observaciones, pero 
es lo que vamos a llevar adelante. Son muy válidos los comentarios que se hacen y creo que no hay 
objeciones de fondo en cuanto a que se considere que esto es un disparate o cosa por el estilo; las 
objeciones han sido planteadas con mucho respeto, son de recibo, pero alguna decisión hay que tomar y 
este es el camino que hemos tomado nosotros. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Como ha adelantado el señor Diputado Alonso, vamos a votar en forma 
negativa este Capítulo y nos gustaría agregar alguna reflexión. 


Como dijo el señor Diputado Alonso, creemos que aquí se duplican las administraciones, las funciones del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con los de la Agencia Nacional de 
Vivienda, y se estaría repitiendo un tema histórico que se asemeja a lo ocurrido durante la época del SIAV, 
sobre todo para los funcionarios. Es bien sabido que los funcionarios, cuando ejercen sus potestades con 
distinto sueldo, con distinta remuneración, muchas veces no tienen el mismo rendimiento que tendrían si 
tuvieran una igual remuneración. Aquí se asume el riesgo por parte del Gobierno de que el mismo personal 
tenga una distinta remuneración. Aquí se asume el riesgo por parte del Gobierno de que el mismo personal 
tenga una distinta remuneración; los que provienen del Banco Hipotecario van a la Agencia con los del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Esto es peligroso a los efectos de hacer 
funcionar adecuadamente una institución, y es un riesgo que corre el Gobierno. 


Por otro lado, la Cartera encomendada a la Agencia Nacional de Vivienda haría poco probable una gran 
recuperación. Es decir, si hoy -como ha dicho el Gobierno— tenemos un 83% de morosidad, muy difícilmente 
la Agencia pueda recuperar en un sentido diferente. Ojalá pueda, pero lo vemos con grandes dificultades. Por 
lo tanto, no creemos que esa Agencia sea capaz de financiar los nuevos productos que se le puedan asignar. 
Es de esperar que el mencionado Ministerio utilice los fondos públicos asignados por el Presupuesto a los 
efectos de realizar obras, que es lo que nos interesa a todos. 


En nuestro Gobierno, en el período comprendido entre 1990 y 1995, con las dificultades que encontramos en 
un sistema casi fundido, que heredamos de un Gobierno que creemos que administró mal el Banco 
Hipotecario, que era el único existente en aquella época -nosotros creamos el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para dar un brazo social a la temática de la vivienda-, tuvimos 
que recomponer todo, pero al final de los cinco años se concretaron 53.000 soluciones habitacionales, entre 
préstamos y construcción de viviendas. 


Esperamos que de la recuperación o de los fondos que aporte el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente se le pueda dar a la gente la solución que está esperando en cuanto a la 
vivienda. 


Por último, el señor Diputado Alonso ha mencionado la inutilidad de la formación de este nuevo organismo 
público, ya que va a llevar nueva burocracia, nuevos directores, como dice el articulado, cuando todo esto se 
podría haber hecho en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por 
todas estas razones vamos a votar negativamente este Capítulo. 


SEÑOR BERNINI.- No deseo abrir un debate, pero quiero decir que tan respetuosa es la posición que 
se ha planteado y que tiene sus fundamentos, como lo es la nuestra en cuanto a valorar positivamente 
las nuevas herramientas que se crean, con la incertidumbre que siempre generan. 


No voy a hacer un desarrollo acabado del tema. Precisamente, recuerdo que cuando recibimos a la delegación 
de AEBU nos sorprendió que al referirse a la Agencia Nacional de Vivienda criticaba que era demasiado 
dependiente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Nosotros señalamos 
nuestra preocupación en cuanto al nivel de independencia que pueda tener, es decir, al contrario de la 
inquietud que señaló la Asociación de Bancarios del Uruguay. 


En cuanto al último planteamiento del señor Diputado Borsari Brenna acerca de las posibilidades de recupero 
de cartera por parte de la Agencia Nacional de Vivienda que va a crear tantos fideicomisos como sean 
necesarios, se nos ocurre que será así para la cartera social -me refiero a las cooperativas de vivienda, a los 
complejos habitacionales— y que, seguramente, habrá fideicomisos independientes para analizar las hipotecas 
individuales de los malos pagadores o de los que no han podido pagar. Es difícil encontrar ejemplos; es un 
mal ejemplo hablar del fideicomiso del Banco de la República, pero es algo. Creo que esto tiene una virtud: a 
diferencia de una cartera administrada por un Banco, que tiene que cumplir con la normativa del Banco 
Central, que si pasa determinados meses de no pago de la deuda necesariamente tiene que castigar a pérdida - 
según las normas de Basilea II-, lo que permite la Agencia Nacional de Viviendas al crear los fideicomisos es 
dar un tratamiento de la cartera sin la espada de Damocles permanente de la normativa que se aplica a los 
Bancos. Esto quiere decir: moverse con la posibilidad de plazos, de tasas, de quitas por pago contado, que 
creo es una virtud en sí misma. Siempre va a depender de un buen gestor. Las herramientas financieras no 
son ni buenas ni malas; en todo caso, son buenas o malas según cómo se utilicen. Insisto, la virtud que noto 
en cuanto a la posibilidad de recupero de carteras es que a través de los fideicomisos financieros se logra una 
flexibilidad en el tratamiento de la deuda -individual, de los complejos o de las cooperativas— que no permite 
un Banco porque aplica la normativa del Banco Central. Por tanto, desde este punto de vista, tengo cierta 
expectativa. Y a esto debemos agregar la imagen que existe hoy -para llamarlo de alguna manera— en el 
imaginario colectivo. Como decíamos hace unos días, cualquier ciudadano de este país deudor del Banco 
Hipotecario con lo que es la realidad, con lo que escucha, mira o lee en los medios se da cuenta de que 
estamos en una etapa de transición y realmente el que está pagando y está al día es, primero, porque lo puede 
hacer y, segundo, porque tiene una ética increíble, porque los mensajes son tan contradictorios que hasta no 
tener instauradas, institucionalizadas, reglas de juego claras para la gente, va a ser muy difícil que podamos 
romper este círculo vicioso perverso que se ha generado. 


Entonces, a partir de la creación de estas herramientas, con todas las dudas que son muy respetables porque 
hasta yo las tengo, también estamos creando la posibilidad de cambiar o de comenzar a cambiar una cultura 
que se estaba gestando y que no hay país que la pueda resistir; entre otras cosas, los créditos hay que 
pagarlos, para ser bien claros. No importa si el Gobierno es de izquierda, de derecha, de centro, etcétera; es 
una realidad que estamos comprometidos a cambiar. Y esto también contribuye por lo menos a comenzar a 
cambiar. De esto se trata, respetando que puede haber otras visiones. 


Naturalmente, estamos por crear un mercado inmobiliario inexistente. Por lo tanto, en la medida en que estas 
son herramientas que pretenden comenzar a crear ese nuevo mercado inmobiliario e hipotecario, dependerá 
mucho de cómo se gestione, de cómo se ejecute, y tenemos una expectativa cierta que son herramientas que 
van a servir si se gestionan adecuadamente. 


SEÑOR LACALLE POU.- El Diputado Rodríguez Servetto me hizo notar -por más que vamos a votar 
negativamente— que en el artículo 23, referido a Competencias del Directorio, en el literal h) se 
establece: "designar, promover trasladar y destituir a los funcionarios presupuestados, así como 
contratar a los eventuales, de cualquier naturaleza, y ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el 
personal;". 


Me gustaría que por parte del oficialismo se nos explique las razones existentes para incluir esta norma. 


SEÑOR ORRICO.- Es una competencia natural a cualquier Administración. Esto no es óbice a las 
garantías del debido proceso que se tiene en materia de Administración Pública. Esto no es nada 
innovador, si esto no existiera, de hecho sería así. 


SEÑOR BERNINI.- A los efectos de complementar, quiero decir que este es el principio general de 
cualquier organismo que dirige. Tiene las potestades para los fines para los que ha sido creado y, a su 
vez, para la administración de los recursos humanos; lo que hace es describir lo que representa 
cualquier tipo de acción en materia de administración de recursos humanos. 


Una de las virtudes que también tiene este proyecto es que todos estamos contestes en que la magnitud de los 
recursos humanos que hoy existe en el Banco Hipotecario, de acuerdo con la realidad -sobre todo durante los 
primeros tiempos en que va a tener que transitar-, objetivamente representa un lastre muy grande en materia 
de costos fijos y de buena administración, como principio general. Creo entender que este Capítulo se refiere 
a la posibilidad que va a tener esta Agencia Nacional de Vivienda, ante los pasajes en Comisión que también 
están creados por la ley, de poder administrar adecuadamente. ¿Por qué digo esto? Porque todos tenemos 
claro que la inmensa mayoría de los trabajadores que van a estar en la Agencia Nacional de Vivienda no van 
a ser tomados de afuera, del mercado laboral, sino que a los propios trabajadores del Banco Hipotecario se les 
va a aprovechar su capacidad acumulada y su experiencia laboral en materia de vivienda. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Eso puede ser por concurso? 


SEÑOR BERNINI.- No sé cuál es el instrumento. Yo me estoy refiriendo a la ley en sí misma. Tengo 
entendido que hay un acuerdo laboral en ese sentido. Podríamos habérselo preguntado a AEBU -creo 
que el otro día se habló del tema- y al Directorio del Banco. Creo que algo de eso hay; habría que 
repasar las versiones taquigráficas. 


Estoy hablando, concretamente, de la capacidad que va a tener la Agencia de recibir en comisión a esos 
trabajadores y una vez que tenga elaborado su organigrama y la descripción de tareas dentro de él, 
seguramente tampoco va a precisar la cantidad de trabajadores que excedieron por poco los trescientos que 
van a quedar en el Banco Hipotecario. En función de eso, seguramente los trabajadores podrán pasar a otros 
organismos del Estado a cumplir sus funciones, de acuerdo con la capacidad que también va a tener la 
Agencia Nacional de Vivienda administrando los recursos humanos. Complemento lo que decía el señor 
Diputado Orrico en función de eso. Claramente, lo que está descrito en el inciso h) es un principio general de 
la administración de recursos humanos. Me consta que hay actas de acuerdos laborales firmadas por el 
sindicato y que la inmensa mayoría de los recursos humanos que van a revistar en la Agencia Nacional de 
Vivienda van a ser los trabajadores del Banco Hipotecario; o sea que no van a ser nuevos trabajadores. 


SEÑOR LACALLE POU.- Eso no escapa a que un organismo o una institución tenga sus mecanismos 
de sanción y hasta de destitución de un funcionario. Lamentablemente, no tenemos beneficios ni 
premios para los funcionarios que trabajan bien, lo que algún día deberemos tener en toda la 
Administración Pública. Siempre tendemos a castigar y no a premiar, por lo menos en la forma más 
objetiva posible. 


El tema es el siguiente. Esta Agencia se va a nutrir de funcionarios del Banco Hipotecario y, eventualmente, 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Los funcionarios pasan de la égida 
de determinado Directorio o Ministerio con ciertos parámetros en lo que es la destitución y el cumplimiento 
de tareas a un ente que está creando el Parlamento, que va a tener las mismas potestades. Lo que a mí me 
preocupa y choca es que los funcionarios pasan de una institución a otra -no siendo originarios de la primera- 
y que damos potestades a una Agencia que no tiene la característica de Ministerio, ente autónomo o servicio 
descentralizado para destituir a funcionarios presupuestados. No es tan obvia la respuesta, por eso estoy 
haciendo la pregunta. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Creo que el señor Diputado Lacalle Pou se hizo eco de una 
pregunta que yo hice. En realidad, lo que nos preocupa es el carácter de funcionario presupuestado y 
que esta Agencia pueda destituirlos, sin el pasaje normal por el Parlamento. Nos referimos a eso. En el 
inciso h), claramente se da a esa Agencia la potestad de destituir a los funcionarios presupuestados. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Claramente, acá se crea un servicio descentralizado, al que se le dan las 
potestades propias de todo servicio descentralizado. Es más: podría considerarse redundante lo que 
aquí se plantea. Si la norma tuviera que decir: "destituir previo trámite dispuesto por la Constitución 


nacional a los funcionarios presupuestados", toda norma tendría que decir esto en cada caso en que 
hable sobre normativa constitucional. Puede entenderse que estaría bien reiterar esto en cada norma 
que tratemos. Lo que la Constitución dice o da a entender -como pacíficamente siempre se ha 
entendido- es que lo que existe en ella no puede ser modificado por vía legal y, por lo tanto, 
necesariamente forma parte del Cuerpo legislativo que en este caso concreto estamos aprobando. 


Creo que está bien realizar la aclaración. También me parece importante dejar expresamente aclarado este 
aspecto, si es que eventualmente pudiera surgir alguna duda, aunque en lo personal creo que no surge del 
texto que estamos aprobando. A partir del artículo 26 y siguientes, viene todo lo relativo al tema vinculado 
con el personal, desarrollándose aquello que básicamente explicó el compañero Bernini, por lo cual no voy a 
volver a referirme a ese punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Capítulo II, que comprende 
los artículos 9” a 34 inclusive. 


(Se vota) 


Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


En discusión el Capítulo II, "Ejecución Judicial Simplificada de Crédito Hipotecario para Vivienda", que 
comprende los artículos 35 a 59, inclusive. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Queda aprobado el proyecto. 
Se propone como miembro informante al señor Diputado Orrico. 
(Apoyados) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Con relación al Capítulo HI, es bueno decir que se equiparan las reglas 
de juego en cuanto al marco jurídico para la ejecución de garantías a todas las instituciones 
financieras, a las estatales y a las privadas. Voluntaria o involuntariamente se responde positivamente 
a un reiterado reclamo de la banca privada. Supongo que el principio es la justa competencia entre la 
banca privada y, en este caso, un banco estatal. Cabe preguntarse si tal justicia existe, cuando en este 
caso el Banco Hipotecario deberá actuar sujeto a las restricciones de contratación y administración de 
su principal recurso, que son los funcionarios. 


Queremos dejar esta reflexión, porque este es un cambio cualitativo muy importante que se va a introducir a 
la ejecución en el ámbito de la banca privada, no del Banco Hipotecario, porque este ya la tiene. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero decir que aquí hay varios aspectos a tener en cuenta. 


En primer lugar, la doctrina estaba conforme, por lo menos en su gran mayoría, con que esta ejecución 
diferenciada que tenía el Banco Hipotecario con respecto a otros ejecutores era inconstitucional, cosa que 
inclusive el doctor Sarlo explicó aquí con mucha claridad, en el momento en que dio detalles acerca de este 
Capítulo. Este es un primer aspecto que es insoslayable. Había dificultades para aplicar la 
inconstitucionalidad porque en el régimen jurídico uruguayo -que algún día tendremos que revisar- la 
inconstitucionalidad solo puede ser alegada por quien tiene un interés directo, personal y legítimo en el 
asunto. ¿Y quién tiene un interés directo y personal en el asunto? En una ejecución, es el ejecutado el que lo 
tiene pero, en realidad, no puede objetar el procedimiento. Entonces, allí había una serie de dificultades, pero 


nadie dudaba -por lo menos hasta donde conozco la doctrina procesalista- sobre la inconstitucionalidad de 
este tema. 


En segundo lugar, todo este movimiento que se está haciendo y toda esta reestructura del Banco Hipotecario 
del Uruguay, de la creación de la Agencia Nacional de Vivienda y de esta parte de la ejecución, a lo que va a 
dar lugar por parte del Banco -por lo menos a eso se aspira- es a conceder préstamos por un monto de más o 
menos US$ 25:000.000 al año, lo cual está muy lejos de las necesidades que los uruguayos y las uruguayas 
tienen en materia de vivienda. Lo que se busca es crear, junto con eso, un mercado más amplio de préstamos 
hipotecarios que permita satisfacer las necesidades de sectores de la población que no tienen por qué ir al 
Banco Hipotecario, sectores de ingresos medios, medios altos y altos; esto, en consecuencia, aliviaría 
enormemente la actividad del Banco Hipotecario. Desde este punto de vista, está claro cuál es el fundamento 
de esta ejecución. 


Además, no soy jurista ni nada por el estilo, apenas un abogado, pero leyendo estas normas procesales, 
honestamente me parece que están muy bien hechas, que cumplen con requisitos elementales que aparecen en 
la Constitución a lo que es el debido proceso y, a su vez, permiten que la ejecución sea una cuestión rápida. 
Digo esto porque precisamente, cuando a fines del año pasado recibimos a miembros de la Suprema Corte de 
Justicia que vinieron a hacer comentarios y a presentar un proyecto sobre reformas al Código General del 
Proceso, lo que se destacó fue que en el Uruguay de hoy ese Código es un modelo para toda América Latina, 
pero tiene un aspecto que no funciona. El juicio ordinario funciona muy bien, pero cuando se llega a la etapa 
ejecutiva se demora enormemente. Entonces, esto que estamos aprobando ahora se encuentra en la misma 
línea de lo que la propia Suprema Corte de Justicia vino a plantear acá, sin tener ninguna noción de que esto 
se estaba haciendo. 


Estas son las explicaciones de por qué esta parte del proyecto me parece que está muy bien resuelta. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda designado el señor Diputado Orrico como miembro informante, y el 
Partido Nacional acompaña esta iniciativa, con salvedades que se expondrán en Sala. 


SEÑOR ORRICO.- Si la Comisión me lo permite, voy a hacer una declaración por mandato de nuestra 
bancada. 


Esta Comisión tiene a estudio un recurso presentado por Ediles, con relación a resoluciones referidas a la 
integración de Juntas Locales en el departamento de Rivera. Nosotros estamos mandatados por nuestra 
bancada para dejar constancia en la versión taquigráfica de que nuestra posición es rechazar el recurso. Desde 
el punto de vista jurídico entendemos que se ha actuado correctamente y, en consecuencia, no corresponde 
levantar la anuencia que se le dio a las designaciones hechas por el Intendente Municipal de Rivera. El plazo 
vence el 16 de abril. Nosotros no tenemos ningún interés especial en llevar esto al plenario, tampoco nos 
oponemos a que ello ocurra, pero lo que sí es importante para nuestra fuerza política es señalar puntualmente 
que tenemos posición concreta sobre este tema y no dejar pasar el plazo simplemente como algo que no se 
consideró; por el contrario, lo consideramos, llegamos a una conclusión y queremos que conste en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero realizar otro planteo con relación a los recursos. 


En la sesión en que tratamos las invitaciones con respecto a los distintos recursos, si mal no recuerdo -me 
podrá corregir el señor Diputado Rodríguez Servetto-, habíamos hablado de invitar a la gente de Maldonado 
inmediatamente después de Semana Santa. No tenemos aquí a la señora Secretaria Alma Fischer para que lo 
confirme -seguramente está mejor que nosotros, aunque también extrañando- pero, según tengo entendido, 
con relación al recurso de Maldonado los plazos no han empezado a correr. Quien conoce el derecho positivo 
vigente más que yo, al cual le rechina, es el señor Diputado Orrico, quien seguramente como abogado y nada 
más, nos va a aclarar esto. Hay determinadas urgencias y nosotros querríamos que el señor Presidente, en 
acuerdo con la bancada del oficialismo y con esta humilde bancada de la oposición, remita invitación a 
recurrentes, recurridos e Intendencia Municipal de Maldonado. Aquí hay un decreto que es recurrido por 


algunos Ediles, que fue impulsado por otros Ediles y hay un veto a la Intendencia Municipal de Maldonado. 
Entonces, que se invite a los Ediles recurrentes, a quienes impulsaron el decreto y a quien veta el decreto. 


Si a la brevedad el señor Presidente puede disponer esto, estaríamos más que complacidos con su eficacia y 
eficiencia de siempre. 


SEÑOR ALONSO.- El otro planteo es el vinculado al proyecto de modificación del Código Rural por el 
proyecto de Seguridad Rural, que no es competencia exclusiva de esta Comisión sino de las Comisiones 
integradas de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración. Queremos plantear formalmente nuestra intención de que esa Comisión integrada sea 
convocada para procurar dar definitivamente una consideración al tema. Ello es parte de los asuntos 
que tiene que decidir nuestra Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien, señor Diputado. 


Como les adelantara, la Presidencia de la Comisión tiene en carpeta algunos temas y cuestiones sobre los que 
deberíamos ponernos de acuerdo en cómo abordar. 


En primer lugar, quiero dar cuenta de la disponibilidad y del ingreso del expediente con relación a la solicitud 
de desafuero del señor Diputado Casas. En este momento se está haciendo el repartido. 


Queríamos consultar a los integrantes de la Comisión sobre el requerimiento de los legisladores con relación 
al expediente, que es extenso en cuanto a sus folios. Al respecto, proponemos la realización de un juego de 
fotocopias por bancada. En su defecto, podríamos dejarlo a consulta de la Presidencia de la Comisión. 


En definitiva, nuestra propuesta es entregar una copia por Partido, de modo que se pueda considerar con 
todos los aspectos el planteo realizado y contenido en el repartido que la Secretaría está distribuyendo en este 
momento. Sin embargo, queremos consultar a los legisladores si entienden pertinente un repartido individual 
aunque, desde mi punto de vista, sería menos práctico. 


(Diálogos) 


El Partido Nacional me plantea una propuesta intermedia entre repartir a cada legislador o a cada 
Partido todos los folios: hacer un juego de repartidos por sector. 


(Diálogos) 


Hay tiempo para hacer el repartido y, si no se hace cuestión, vamos a disponer la entrega del 
repartido, de los antecedentes y demás a cada bancada. Si algún legislador en particular lo solicita, se 
le entregará una copia. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 
SEÑOR ORRICO.- Hay que tener en cuenta que se trata de un expediente de muchos centímetros. 


Como ustedes saben, en el procedimiento penal primero hay una iniciativa, que puede ser una denuncia de la 
Policía, de algún servicio jurídico de un ente o lo que fuera. Luego se cumple una etapa que es la del 
presumario, en la que se van juntando elementos, hasta que el Fiscal decide si va a pedir el procesamiento o 
no. Creo que desde el punto de vista de la función que tiene que cumplir el Poder Legislativo en cualquier 
pedido de desafuero, eso no es lo más trascendente. Eso se puede consultar, pero es un material muy grueso; 
podrá hacerlo quien quiera. Allí figuran las declaraciones de los testigos y todos los documentos que se 
agregan, pero no es función del Poder Legislativo determinar si una persona es culpable o no. Inclusive, es 
muy bueno decir que el hecho de que a alguien se le diga que se le concede el levantamiento de fueros para 
esta situación específica no significa que el Parlamento considera que Fulano es culpable o inocente. No 
significa más que eso. La Justicia determinará si es culpable o inocente luego de un proceso del cual el 
procesamiento es una parte. Desde el punto de vista de medir los requisitos que deben cumplirse para que el 
desafuero proceda o no, me parece imprescindible tener la vista fiscal, porque allí es donde se determinan 


con claridad los delitos por los cuales se expide. Por ejemplo, si el pedido dijera que se solicita el desafuero 
de Fulana o de Fulano de Tal por un delito previsto en el Código Penal, un delito contra la propiedad o contra 
la Administración Pública, estaría mal hecho. ¿Por qué? Porque se necesita que sea un delito específico. 


Además, en la Legislatura de 1995 a 2000 hubo un pedido de desafuero de un señor legislador y el Juez pedía 
el desafuero para hacerlo declarar y la Cámara entendió que para eso no era necesario levantar sus fueros y, 
por lo tanto, no concedió la solicitud. Es decir, son ejemplos de qué es lo que esta Cámara tiene que controlar 
y no es sobre el fondo del asunto. De todos modos, quien quiera ilustrarse sobre el fondo del asunto, puede 
hacerlo. El material está a disposición para que cada uno lo mire, pero me parece que lo importante es tener 
la acusación fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear, como criterio, que lo que habíamos puesto a consideración 
era una cuestión de trámite con relación al voluminoso expediente y su contenido, el cual está a 
disposición de la Mesa y lo queríamos compartir con los legisladores. No creo que sea del caso ingresar 
en la consideración del pedido de desafuero. En eso estamos todos de acuerdo. Las interpretaciones 
sobre los alcances de estas solicitudes se considerarán cuando tratemos el tema. De todos modos, 
interpretando las expresiones de algunos colegas y siendo consciente de la importancia de este tema y 
de la conveniencia de formar juicio en base a la mayor cantidad de elementos disponibles, he llegado a 
la convicción de que debemos repartir y dar a los legisladores todos los elementos que han llegado a la 
Comisión y la totalidad del expediente. 


SEÑOR LACALLE POU.- No vamos a ingresar en el fondo del asunto, pero sí queremos hacer una 
aclaración, porque a raíz de un hecho instrumental como la copia del expediente para cada uno de los 
Diputados, el señor Diputado Orrico hace una interpretación que yo no comparto en su totalidad; al 
menos, no entiendo cabalmente lo que quiso decir. 


No pretendo generar una discusión pero, seguramente, esto va a ser pasible de un debate cuando entremos en 
el fondo del asunto. El artículo 114 habla de la formación de causa. Para mí, cuando se habla de la formación 
de causa, el Constituyente adjudica al Poder Legislativo una extraña función que está entre representante, 
legislador y juez; y en este caso un juez no menor, porque juzga a uno de los suyos. Entonces, a mi entender 
no alcanza simplemente con ver si hay una acusación sino que vamos a tener que ingresar en el fondo del 
asunto. 


(Apoyados) 


Simplemente, quería dejar constancia de que esa es mi posición personal y, por lo que refleja la 
mirada de algunos compañeros, es la posición de otros colegas dentro y fuera de mi Partido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejo constancia de que comparto la necesidad de considerar el conjunto del 
asunto y la gravedad o no de las acusaciones hechas en los pedidos de desafuero, pero es un tema de 
interpretaciones al que no deberíamos ingresar en el día de hoy. Quizás por esta vía de planteos de 
procedimiento indujimos a este debate y por eso pedimos disculpas. Para evitar estas diferencias o 
cualquier interpretación en ese sentido, quedamos en dar a todos los legisladores todos los elementos 
que estén a disposición de la Comisión. Les pedimos un poco de paciencia porque la entrega va a 
demorar un poco más por la fotoduplicación de expedientes tan voluminosos para cada uno, pero lo 
haremos en los menores plazos posibles. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Coincido con su interpretación. 


Quiero dejar constancia de que no comparto que solo la acusación fiscal sea relevante sino que allí hay 
piezas, como la defensa y el cuestionario respondido por el señor Diputado Casas, que son tan importantes 
como la acusación fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se repartirá todo, entonces. 


En otro orden de cosas, quisiera dar cuenta de un par de notas que ha recibido la Comisión -que creo también 
deberemos incorporar a la agenda de trabajo que vamos a ver a posteriori-, relativas al trabajo de las 
Comisiones que la Cámara y esta Comisión crearan en la Ley de Humanización del Sistema Carcelario. 


Léase la primera nota, firmada por el profesor Dardo Preza, que es quien preside una de estas Comisiones. 


(Se lee:) 


Si les parece bien, haríamos repartir por Secretaría las bases mínimas para la reforma del proceso 
penal propuestas por la Comisión para la Reforma del Proceso Penal en un documento que nos ha sido 
remitido y contestaríamos por nota, agradeciendo esta comunicación y quedando a disposición para 
eventuales intercambios con la Comisión que preside el profesor Preza. 


Léase la segunda nota recibida por la Comisión. 


(Se lee:) 


Si están de acuerdo, agendaríamos tomar contacto con la Comisión que estudia la reforma del 
Código y también haríamos gestiones para interesarnos sobre el avance de la otra Comisión creada por 
esta misma ley, de modo de ir teniendo noticias en ese sentido, ya que el tema no nos parece menor en 
la medida en que nuestra Comisión recibe planteos de modificación de estos cuerpos normativos y nos 
parece importante hacer un seguimiento y respaldar el trabajo que en esos ámbitos se viene realizando. 


En función de los planteos que se hicieron y de los temas que tenemos en agenda, les quisiera hacer la 
siguiente consulta. 


Además de estos temas -como bien han planteado los legisladores-, está la cuestión vinculada a los recursos 
departamentales. En el caso de Rivera nos encontramos próximos al vencimiento de los plazos. El señor 
Diputado Orrico ha expresado la postura de la bancada de Gobierno. Entonces, está a consideración de los 
legisladores cuál sería el curso a seguir en ese tema. 


Por otra parte, el señor Diputado Lacalle Pou planteaba que de acuerdo al cronograma acordado -que 
efectivamente tengo aquí- correspondería comenzar a considerar el recurso relativo al departamento de 
Maldonado para el que recién comienzan a correr los plazos a partir de una nota que, según informa la 
Secretaría, llegó a la Cámara. Por lo tanto, tenemos más tiempo para su consideración; prácticamente, 
contamos con los sesenta días de que disponemos por norma. Entonces, trataríamos de coordinar un día para 
comenzar el tratamiento de esta temática con las invitaciones de quienes han sido recurrentes y recurridos en 
esta situación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Podría ser el jueves que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se propuso sesionar el jueves que viene. Nosotros habíamos acordado 
sesionar miércoles y jueves. Les consulto si el jueves que viene puede ser una fecha a tener en cuenta. Si 
la memoria no me falla, el señor Diputado Orrico planteó sesionar a la hora 13 y 30, pero el tema está 
abierto a la consideración de la Comisión. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sugiero sesionar otro día en forma extraordinaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros, como Presidencia, hacemos el planteo de funcionar miércoles y 
jueves -dos días- hasta que podamos despejar el orden del día. Tenemos planteados muchos temas 
importantes que requieren atención y sobre los que debemos avanzar lo más rápidamente posible. En 
ese sentido, una vez que saquemos de carpeta y elevemos al pleno, para su resolución definitiva, una 
cantidad importante de proyectos, podríamos volver al día miércoles. Pero en la medida en que 
tenemos a consideración los recursos, proyectos de importancia y otros que son más consensuales y que 
tienen que ver con la nomenclatura -voy a referir a un par de planteos de legisladores que recibimos 
sobre eso-, nos parece que lo mejor sería sesionar dos días. Por lo menos, podríamos hacer el intento un 
par de meses y después volver al régimen normal. 


(Diálogos) 


Se había planteado que los jueves de mañana sesiona una Comisión Investigadora, integrada por 
tres de los colegas de esta Comisión. 


(Diálogos) 


Tenemos planteadas esas cuestiones y algunos compañeros han impulsado algunas designaciones, 
como la del puente General Líber Seregni y demás. Lo que haríamos es, si les parece bien, comenzar a 
sesionar mañana para considerar estos asuntos. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Mañana? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy es miércoles y como estamos acordando sesionar miércoles y jueves 
como régimen permanente... 


(Interrupciones.- Diálogos) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que habíamos conversado oportunamente, realizaremos 
dos sesiones semanales los días miércoles: la sesión ordinaria a la hora 10 y la extraordinaria a la hora 
14 o 14:30; teniendo en cuenta los días y horarios de sesión de la Cámara, iríamos ajustando esto que 
acabamos de acordar. 


En cuanto al contenido de los temas a abordar, trataremos de considerar los distintos planteos que se hicieron 
hoy y, en consulta con las bancadas, organizaremos el orden del día para las dos sesiones que siguen. 


SEÑOR ALONSO.- Habiendo acordado los horarios, quiero recordar que debemos tener en cuenta la 
integración de esta Comisión con la de Ganadería, Agricultura y Pesca. Por lo tanto, deberíamos 
coordinar el día con el Presidente de dicha Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Alonso propone disponer otro día para el funcionamiento 
de la Comisión integrada con la de Ganadería, Agricultura y Pesca, por el tema relacionado con la 
seguridad rural. 


(Apoyados) 


SEÑOR LACALLE POU.- No me parece valedero que se diga: "Lo voy a resolver después", porque 
cuando alguien hace un planteo para ser recibido para el planteo de un recurso, eso se resuelve acá. El 
recurso se va a tratar; no podemos consultar y contestar después. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás el señor Diputado Lacalle Pou haya entendido mal. Yo dije que 
tomaba su planteo y que íbamos a coordinar, porque no solo cuentan nuestras agendas sino también la 
de los recurrentes, los recurridos y demás. Luego instrumentaremos la invitación de quienes están 
vinculados con el recurso del departamento de Maldonado. Tenemos sesenta días; lo vamos a 
coordinar y no lo vamos a decidir ahora porque no tenemos condiciones para hacerlo. 


(Diálogos) 


SEÑOR BERNINL- Me sorprende la virulencia que ha tomado este debate. Mi intención es, 
precisamente, bajar un poquito los cambios. Estamos hablando del lugar en que vamos a poner un 
punto en el orden del día, que tenemos sesenta días para tratar. Y se plantea, por parte de un 
compañero legislador el interés en que se trate la semana que viene. Acá tenemos que tener en cuenta a 
los que recurren, a los recurridos, a las autoridades de la Intendencia, etcétera. Entonces, vamos a 


trabajar para coordinar a la brevedad; y las posibilidades de que sea la semana que viene o la otra, van 
a estar dadas de acuerdo con la coordinación que se haga. 


Con esta intervención apuesto a bajar un poco la pelota al piso y apunto a la buena fe del señor Diputado 
Lacalle Pou, quien considera que esta convocatoria debe realizarse cuanto antes. Pienso que la respuesta es 
sí, que debe realizarse cuanto antes, pero debemos coordinarla con los actores que tienen que participar. Me 
parece tan sencillo como eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mis palabras iban en el mismo sentido y la práctica reciente ante un planteo 
similar del señor Diputado Lacalle Pou fue la misma. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Presidente no tiene razón, porque independientemente de quién 
planteó lo de Rivera, ese día se fijó el día de la convocatoria. El procedimiento no es: "La Presidencia 
va a coordinar el día". No; la Comisión resuelve recibir determinado día y la Presidencia se pone en 
contacto con los invitados para ver si pueden concurrir. 


El señor Presidente no dijo solamente que tenía que coordinar sino que debía consultar con su bancada 
cuándo se debe recibir a los invitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme, señor Diputado, pero esa es la manera de proceder; todo el 
marco normativo me respalda y tengo toda la buena voluntad para articular los distintos intereses. Es 
así; es lo que hemos hecho y es lo que vamos a hacer, y repito que tenemos marco para actuar en ese 
sentido. 


La agenda de esta Comisión es muy nutrida, requiere de mucha conciliación en cuanto a los intereses y a los 
tiempos, como acaba de quedar demostrado. La Presidencia, de acuerdo con el Reglamento y con la práctica 
habitual de esta Cámara y con los insumos que proporcionan los distintos legisladores, tiene la 
responsabilidad -ya no la potestad- de articular la agenda para ir dando cumplimiento a los planteos, y así 
actuará hasta que concluya su mandato. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Hubo un planteo del señor Diputado Lacalle Pou en el sentido de generar esa 
sesión el miércoles. En función de los asuntos que figuran en el orden del día, dada la importancia de la 
mayoría de los temas que tenemos para tratar y en virtud de que tenemos un plazo de sesenta días, 
consideramos que no es conveniente fijar esa sesión para el miércoles. En realidad, en la próxima 
sesión podemos analizar la posibilidad de acordar la fecha en la que efectivamente vengan los 
recurrentes y los recurridos. Entre otras cosas, formulamos este planteo y esta solicitud en la necesidad 
de analizar más profundamente la voluminosa documentación que acompaña el recurso que en su 
momento se presentó. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero hacer notar que cometí un error en mi planteamiento anterior, fuera de la 
versión taquigráfica, que determina un poco la agenda de la semana que viene. El miércoles sí hay 
sesión de la Cámara; por lo tanto, ese día tenemos menos tiempo para sesionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por todo lo expuesto, coordinaremos la fecha de la convocatoria. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


